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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
CAPACIDAD PARA CONTRATAR – Regla general – Inhabilidades e incompatibilidades como excepción

Conforme al artículo 6 de la Ley 80 de 1993, pueden celebrar contratos con las entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. La capacidad constituye, por tanto, la regla general y un requisito de validez del contrato estatal, tanto en el régimen de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública como en el de las entidades exceptuadas de aquel. Las inhabilidades e incompatibilidades operan como límites especiales y excepcionales a esa capacidad, de modo que la ausencia de una causal expresamente tipificada conduce necesariamente a reconocer la aptitud del interesado para concurrir a los procedimientos de selección y para celebrar el contrato.

RÉGIMEN DE INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Reserva de ley – Taxatividad – Interpretación restrictiva

Las inhabilidades e incompatibilidades son medios que buscan garantizar la transparencia y eficiencia en la actividad contractual del Estado y para ello imponen restricciones en la personalidad jurídica, la igualdad, la libre empresa y, particularmente, el derecho a participar en procesos de selección y celebrar contratos con la Administración. La competencia para determinar qué hechos o situaciones generan inhabilidad para contratar con el Estado la tiene el legislador, pues este régimen es un aspecto propio del Estatuto General de la Contratación Pública, cuya expedición corresponde al Congreso de la República conforme al artículo 150 de la Constitución Política, por lo que en esta materia rige el principio de legalidad. De esta manera, las inhabilidades e incompatibilidades, al ser límites especiales a la capacidad para presentar ofertas y celebrar contratos estatales, solo pueden tipificarse en la ley o la Constitución y su interpretación debe ser restrictiva. Si se admitiera una interpretación amplia, extensiva, analógica o finalista, tales enunciados normativos contemplarían múltiples supuestos indeterminados, según el parecer o el sentido común de los operadores jurídicos, poniendo en riesgo principios como la igualdad, el debido proceso, la seguridad jurídica, la libre concurrencia y el ejercicio de la profesión u oficio.

INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES – Personal retirado de la Fuerza Pública – Asignación de retiro – Inexistencia de causal

Revisado el catálogo de restricciones a la capacidad contractual contenido en la Constitución Política, en los artículos 8 y 9 de la Ley 80 de 1993 y en las normas que los han adicionado o modificado –entre ellas el artículo 18 de la Ley 1150 de 2007, los artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 90 de la Ley 1474 de 2011, el artículo 34 de la Ley 1778 de 2016, la Ley 2014 de 2019 y la Ley 2195 de 2022–, no se identifica disposición alguna que consagre una inhabilidad, incompatibilidad o prohibición para contratar con el Estado que se estructure sobre la condición de persona retirada de la Fuerza Pública ni sobre la percepción de asignación de retiro. En consecuencia, esa sola condición no restringe la capacidad para participar en procesos de selección ni para celebrar contratos estatales, cualquiera que sea la modalidad de selección o la tipología contractual de que se trate. Sostener lo contrario supondría crear por vía interpretativa una causal no prevista por el constituyente ni por el legislador, lo que está proscrito por el carácter taxativo y de interpretación restrictiva del régimen.


ARTÍCULO 128 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA – Contratistas de prestación de servicios – Inaplicabilidad

Los contratistas de prestación de servicios se encuentran por fuera del ámbito de aplicación del artículo 128 de la Constitución Política, al no ser titulares de un empleo público, lo que supone que es perfectamente válido que una persona suscriba contratos de prestación de servicios con el Estado, no existiendo una disposición que así lo prohíba. Ello encuentra respaldo en el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, conforme al cual estos contratos en ningún caso generan relación laboral ni prestaciones sociales. A lo anterior se añade que el literal b) del artículo 19 de la Ley 4 de 1992 exceptúa expresamente de la prohibición de doble asignación “[l]as percibidas por el personal con asignación de retiro o pensión militar o policial de la Fuerza Pública”, de suerte que la disposición invocada opera, en este supuesto, como norma permisiva y no como fuente de restricción. Lo anterior se expone únicamente en cuanto proyecta efectos sobre la capacidad contractual, sin que corresponda a esta Agencia fijar el alcance de dichas disposiciones en el ámbito del empleo público y del régimen salarial y prestacional.

CONFLICTO DE INTERÉS – Ausencia de regulación general – Tipicidad y objetividad – Deber de la entidad

La institución jurídica de los conflictos de interés no está definida con carácter general en el ordenamiento jurídico y tampoco de forma precisa en las normas que regulan la contratación estatal, por lo que es un asunto ausente en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. De ahí que: i) es posible que los pliegos de condiciones establezcan, si bien de forma restrictiva, conflictos de interés; ii) estos deben tipificarse, esto es, establecerse de forma expresa y concreta en los pliegos de condiciones; iii) las causales deben ser objetivas, esto es, que se describan con claridad, de manera que no resulten ambiguas dando lugar a que los intérpretes extraigan consecuencias diferentes; iv) las causales no pueden ser caprichosas, por lo que su inclusión debe justificarse en salvaguardar principios superiores, como la igualdad, la imparcialidad, la transparencia, la moralidad o la selección objetiva; v) su interpretación, al igual que las causales de inhabilidad o incompatibilidad, debe ser estricta o restrictiva; y vi) solo se pueden aplicar los conflictos de interés tipificados en el pliego de condiciones, en la Constitución o en la ley, de manera que su ausencia da lugar a que se parta del principio general de la capacidad contractual del proponente o contratista, sin que la entidad pueda crear o aplicar causales que no incluyó en el pliego de condiciones.

VERIFICACIÓN DE INHABILIDADES Y CONFLICTO DE INTERÉS – Deber de la entidad contratante – Estudios previos y pliego de condiciones

Corresponde a la entidad estatal, en cada procedimiento y de manera previa y concreta, verificar que el interesado no se encuentre incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad y que no concurra un conflicto de interés, verificación que se documenta en los estudios y documentos previos y cuyas reglas se fijan en el pliego de condiciones o documento equivalente. Esa verificación es concreta y actual: no se agota en la condición genérica del interesado, sino en el examen de sus circunstancias individuales frente a cada causal legalmente tipificada, y se extiende a la etapa de ejecución en razón del régimen de inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes del artículo 9 de la Ley 80 de 1993.





























Bogotá D.C., 11 de Agosto de 2026
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Estimado señor Tamayo:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde su solicitud de consulta del 28 de junio de 2026, en la cual, luego de exponer su condición de persona retirada de la Policía Nacional beneficiaria de asignación de retiro, formula quince interrogantes en los siguientes términos:
“1. ¿Existe en el régimen general de contratación estatal colombiano alguna causal constitucional, legal o reglamentaria de inhabilidad que impida a una persona retirada de la Policía Nacional, beneficiaria de asignación de retiro, celebrar contratos estatales con entidades públicas? 2. ¿La sola percepción de asignación de retiro policial constituye una causal autónoma de inhabilidad, incompatibilidad, prohibición contractual o conflicto de interés para contratar con el Estado? 3. ¿La percepción simultánea de asignación de retiro y honorarios derivados de contratos estatales configura doble asignación prohibida, incompatibilidad contractual o restricción jurídica en materia de contratación pública?
4. ¿La excepción prevista en el artículo 19, literal b, de la Ley 4ª de 1992 […] resulta aplicable únicamente frente a salario derivado de empleo público o también puede ser considerada frente a honorarios derivados de contratos estatales? 5. ¿Existe diferencia jurídica relevante, para efectos de inhabilidades e incompatibilidades, entre vincularse mediante empleo público y celebrar contrato estatal de prestación de servicios profesionales, apoyo a la gestión, asesoría o consultoría? 6. ¿Existe diferencia jurídica relevante entre participar en concurso de mérito, integrar lista de elegibles, ser nombrado, posesionarse y contratar con el Estado, cuando la persona recibe asignación de retiro policial?
7. ¿Una persona retirada de la Policía Nacional con asignación de retiro puede contratar con entidades estatales mediante prestación de servicios profesionales, apoyo a la gestión, asesoría o consultoría, siempre que cumpla los requisitos del objeto contractual y no esté incursa en una causal específica de inhabilidad o incompatibilidad? 8. ¿La contratación como persona natural, persona natural comerciante o mediante una persona jurídica propia modifica el análisis de inhabilidades e incompatibilidades cuando el beneficiario real, socio, administrador o representante legal recibe asignación de retiro policial? 9. ¿Una persona retirada de la Policía Nacional con asignación de retiro debe declarar alguna situación especial en los formatos de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés por el solo hecho de recibir dicha asignación?
10. En caso de considerar que sí existe una restricción para contratar, ¿cuál es la norma exacta que la establece, cuál es su alcance, cuál es su duración y bajo qué condiciones resulta aplicable? 11. En caso de considerar que no existe una prohibición general por la sola condición de retirado con asignación de retiro, ¿qué verificaciones debe realizar la entidad contratante antes de suscribir el contrato estatal? 12. ¿Qué documentos debería aportar o conservar el interesado para demostrar que no se encuentra incurso en causal de inhabilidad, incompatibilidad, prohibición o conflicto de interés relacionada con su condición de retirado de la Policía Nacional con asignación de retiro?
13. ¿La celebración de contratos estatales exige suspender, informar o reportar la asignación de retiro ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional u otra entidad […]? 14. ¿Colombia Compra Eficiente cuenta con conceptos, guías, circulares, lineamientos o criterios sobre contratación estatal de personas retiradas de la Fuerza Pública que perciben asignación de retiro? 15. En caso de que alguno de los puntos consultados no corresponda a la competencia de Colombia Compra Eficiente, ¿puede remitirse la petición a la autoridad competente […]?”.
De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, y dentro de los límites de competencia antes señalados, los quince interrogantes formulados se sintetizan en los siguientes dos problemas jurídicos, que la Agencia procede a resolver: i) ¿La condición de persona retirada de la Fuerza Pública beneficiaria de asignación de retiro constituye causal de inhabilidad, incompatibilidad, prohibición o conflicto de interés para participar en procesos de selección y para celebrar contratos con entidades estatales?, y ii) ¿Qué verificaciones corresponde adelantar a la entidad estatal, en materia de inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de intereses, antes de celebrar el contrato?

2. Respuestas:

	i) En primer lugar, es necesario advertir que varios de los interrogantes formulados por el peticionario no versan sobre la aplicación de normas de compras y contratación pública, sino sobre el régimen del empleo público. Sobre tales puntos esta Subdirección se abstiene de pronunciarse.

Dicho lo anterior,  y revisado el catálogo de restricciones a la capacidad contractual contenido en la Constitución Política, en los artículos 8 y 9 de la Ley 80 de 1993 y en las normas que los han adicionado o modificado –entre ellas el artículo 18 de la Ley 1150 de 2007, los artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 90 de la Ley 1474 de 2011, el artículo 33 de la Ley 1778 de 2016, la Ley 2014 de 2019 y la Ley 2195 de 2022–, esta Subdirección no identifica disposición alguna que consagre una inhabilidad, incompatibilidad o prohibición para contratar con el Estado que se estructure sobre la condición de persona retirada de la Fuerza Pública ni sobre la percepción de asignación de retiro. Por consiguiente, esa sola condición no restringe la capacidad para participar en procesos de selección ni para celebrar contratos estatales, cualquiera que sea la modalidad de selección –licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos, mínima cuantía o contratación directa– y cualquiera que sea la tipología contractual –prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, consultoría, asesoría, obra, suministro u otra–.
Esta conclusión es fruto del principio de legalidad que gobierna la materia. Como las inhabilidades e incompatibilidades son límites especiales a la capacidad, solo pueden tipificarse en la Constitución o en la ley y su interpretación debe ser restrictiva, sin que sea admisible una lectura amplia, extensiva, analógica o finalista. De ahí que, ante la ausencia de una norma que consagre la restricción, no sea posible construirla por vía interpretativa: si el constituyente o el legislador no han establecido la distinción, no puede hacerla el intérprete.
En cuanto a la eventual configuración de una doble asignación prohibida, debe precisarse que los contratistas de prestación de servicios se encuentran por fuera del ámbito de aplicación del artículo 128 de la Constitución Política, al no ser titulares de un empleo público, conforme lo ha sostenido de manera reiterada esta Subdirección. A ello se suma que el literal b) del artículo 19 de la Ley 4 de 1992 exceptúa expresamente “[l]as percibidas por el personal con asignación de retiro o pensión militar o policial de la Fuerza Pública”, de suerte que la disposición invocada opera en este supuesto como norma permisiva y no como fuente de restricción. Lo anterior se afirma únicamente en cuanto proyecta efectos sobre la capacidad contractual con el Estado, sin que corresponda a esta Agencia fijar el alcance de dichas disposiciones en el ámbito del empleo público y del régimen salarial y prestacional.
Tampoco la sola percepción de la asignación de retiro configura un conflicto de interés, comoquiera que esta institución no está definida con carácter general en el ordenamiento ni de forma precisa en las normas que regulan la contratación estatal, y solo pueden aplicarse los conflictos de interés tipificados en la Constitución, en la ley o en el pliego de condiciones, sin que la entidad pueda crear o aplicar causales que no incluyó en este último. Por la misma razón, la condición de retirado con asignación de retiro no constituye, por sí sola, una “situación especial” que deba declararse en los formatos de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés, sin perjuicio de que el interesado deba diligenciarlos con veracidad respecto de las causales que sí se encuentren tipificadas y del deber de suministrar la información que la entidad requiera conforme a las reglas del proceso.
Cuestión distinta, y que sí debe verificarse, es que quien estuvo vinculado al servicio público pueda quedar cobijado por las causales que atienden al ejercicio previo de determinados cargos de responsabilidad especial, y no a la percepción de una prestación periódica. Es el caso del literal a) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, que impide contratar con la entidad respectiva a quienes fueron servidores públicos de la entidad contratante en los niveles directivo, asesor o ejecutivo, durante el año siguiente al retiro; y del literal f) del mismo numeral –adicionado por el artículo 4 de la Ley 1474 de 2011–, que impide contratar, directa o indirectamente, a quienes hayan ejercido cargos del nivel directivo en entidades del Estado, y a las sociedades en las cuales estos hagan parte o estén vinculados a cualquier título, durante los dos años siguientes al retiro, cuando el objeto que desarrollen tenga relación con el sector al cual prestaron sus servicios. Su configuración depende del nivel del cargo desempeñado, de la entidad o del sector y del plazo transcurrido desde el retiro, y debe examinarse caso por caso.
ii) Corresponde a la entidad estatal, en cada procedimiento y de manera previa y concreta, verificar que el interesado no se encuentre incurso en causal de inhabilidad o incompatibilidad y que no concurra un conflicto de interés. Esa verificación se soporta en los estudios y documentos previos, sus reglas se fijan en el pliego de condiciones o documento equivalente y comprende, entre otras actuaciones, el examen individualizado del interesado frente a cada causal legalmente tipificada, la exigencia de la manifestación o declaración correspondiente, la consulta de los antecedentes y registros públicos pertinentes y, cuando resulte procedente, la verificación en el Registro Único de Proponentes. La verificación es además actual y se extiende a la etapa de ejecución, en razón del régimen de inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes del artículo 9 de la Ley 80 de 1993. En todo caso, la Agencia no valida las actuaciones de las entidades ni certifica de manera anticipada la ausencia de restricciones respecto de una persona determinada.
En cuanto al interrogante sobre la existencia de instrumentos específicos, se informa que por el momento esta Agencia no cuenta con guías, circulares, lineamientos ni criterios especialmente referidos a la contratación estatal de personas retiradas de la Fuerza Pública que perciben asignación de retiro. Lo existente en la materia es la doctrina general de esta Subdirección sobre el régimen de inhabilidades e incompatibilidades y sobre conflicto de intereses, que se relaciona al final de este documento y puede consultarse en el Sistema de Relatoría de la Agencia.
Finalmente, nada de lo expuesto en este concepto debe entenderse como una manifestación acerca de si una persona retirada de la Fuerza Pública puede o no acceder a empleos públicos, proveer cargos de carrera o percibir simultáneamente asignación de retiro y salario, pues se trata de cuestiones ajenas al ámbito de las compras y la contratación pública. La respuesta anteriores se contraen, exclusivamente, a los efectos que la situación descrita pueda tener sobre la capacidad para participar en procesos de selección y para celebrar contratos estatales, y sobre los deberes de verificación que en esa materia asisten a las entidades estatales.




3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) El examen de los problemas jurídicos planteados debe partir de una premisa que suele pasarse por alto cuando se consulta sobre inhabilidades: en el derecho de la contratación pública la regla general es la capacidad, y la restricción es la excepción. El artículo 6 de la Ley 80 de 1993 dispone que “[p]ueden celebrar contratos con las entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes”, y añade que también podrán hacerlo los consorcios y uniones temporales, así como las personas jurídicas nacionales y extranjeras en las condiciones que la misma norma prevé. La disposición no construye un elenco de sujetos habilitados: presupone la capacidad y remite, para su determinación, a las reglas generales del derecho privado, en armonía con los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, que someten los contratos estatales a las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en dicho estatuto.

De este modo, la capacidad constituye un requisito de validez del contrato estatal, tanto en el régimen de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública como en el de las entidades exceptuadas de aquel. Dicha capacidad está sujeta al régimen de inhabilidades e incompatibilidades, definidas como un conjunto de normas que imponen restricciones para los sujetos que, eventualmente, pretendan participar en los procedimientos de selección o celebrar contratos con las entidades estatales. La relación entre ambos conceptos es, pues, de regla y excepción: la inhabilidad no crea la incapacidad como situación autónoma, sino que sustrae del ámbito de la capacidad general un supuesto concreto, previamente definido por el ordenamiento.

Esta arquitectura tiene una consecuencia metodológica de la mayor importancia para resolver la consulta. Cuando se pregunta si determinada condición personal impide contratar con el Estado, el método correcto no consiste en indagar si existe una norma que autorice a esa persona a contratar –pues tal autorización no se requiere–, sino en verificar si existe una norma que expresamente se lo prohíba. Si la respuesta a esta última pregunta es negativa, la conclusión no puede ser la duda ni la restricción prudencial, sino el reconocimiento de la capacidad. Este es, precisamente, el modo de razonar que impone el principio de legalidad en materia de limitaciones a los derechos.

Lo anterior se refuerza al advertir que la capacidad para contratar con el Estado no es un privilegio sino una manifestación de derechos constitucionales. La participación en los procedimientos de selección se conecta con el derecho a la personalidad jurídica –artículo 14 de la Constitución Política–, con el derecho a la igualdad –artículo 13–, con la libertad de escoger profesión u oficio –artículo 26– y con la libertad de empresa –artículo 333–. Toda restricción a la capacidad contractual es, por tanto, una restricción de derechos, y como tal se somete a las exigencias propias de las medidas limitativas: reserva de ley, tipicidad y aplicación estricta.

ii) El régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la contratación pública responde al propósito de asegurar que la actividad de adquisición y provisión de bienes y servicios por parte de las entidades estatales se efectúe cumpliendo con los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal, especialmente con probidad y transparencia. Por ello, como lo ha destacado la doctrina, las inhabilidades e incompatibilidades se han convertido en herramientas en la lucha contra la corrupción, adoptando paulatinamente un carácter sancionatorio o “neopunitivo”[footnoteRef:1]. Si bien no todas las causales de inhabilidad y de incompatibilidad son consecuencia de una medida de reproche ni de una sanción previa, es indiscutible que en los años más recientes los lamentables hechos de corrupción han generado, como respuesta del legislador, un incremento de las restricciones a la capacidad contractual, dirigidas a prevenir este tipo de situaciones o a sancionar tales conductas[footnoteRef:2]. [1:  BARRETO ROZO, Antonio Alejandro. Inhabilidades de la contratación estatal, efectos y neopunitivismo en el Estatuto Anticorrupción. En: ALVIAR GARCÍA, Helena (Coordinadora). Nuevas tendencias del Derecho administrativo. Bogotá: Universidad de los Andes; Temis, 2016, pp. 63-99.]  [2:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-884 del 14 de agosto de 2025 y C-948 del 19 de agosto de 2025.] 


Desde la perspectiva de su estructura, esta Subdirección ha precisado que el régimen de inhabilidades para contratar con el Estado es un conjunto de restricciones establecidas por el constituyente o el legislador que afectan directamente la capacidad de las personas para concurrir a los procedimientos de selección y para contratar con el Estado, que se derivan i) de la existencia de comportamientos reprochables o de sanciones anteriormente impuestas, ii) de vínculos personales relativos al parentesco o al estado civil o iii) de una actividad u oficio que se desempeñó en el pasado[footnoteRef:3]. De otro lado, las incompatibilidades son prohibiciones para participar en los procedimientos de selección y para celebrar contratos estatales, fundadas en la presencia de una calidad que ostenta el sujeto interesado en realizar alguna de dichas actividades, que no puede coexistir con su calidad de proponente o contratista del Estado[footnoteRef:4]. [3:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-552 del 26 de mayo de 2025, C-884 del 14 de agosto de 2025 y C-948 del 19 de agosto de 2025.]  [4:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-884 del 14 de agosto de 2025. La distinción entre inhabilidades e incompatibilidades allí expuesta se reitera en los Conceptos C-948 del 19 de agosto de 2025 y C-1878 de 2025.] 


Esta clasificación tripartita de las inhabilidades resulta particularmente útil para el caso consultado, pues permite anticipar dónde habría de ubicarse, hipotéticamente, una restricción fundada en la condición de retirado de la Fuerza Pública. No podría tratarse de una inhabilidad del primer grupo, porque el retiro del servicio no constituye un comportamiento reprochable ni una sanción: es una situación administrativa ordinaria, prevista en el régimen de carrera del personal de la Fuerza Pública, que puede obedecer a múltiples causas, entre ellas el simple cumplimiento del tiempo de servicio. Tampoco podría ubicarse en el segundo grupo, que atiende a vínculos de parentesco o estado civil. Solo cabría, en abstracto, en el tercer grupo –el de las restricciones derivadas de una actividad u oficio desempeñado en el pasado–, categoría que en efecto existe en nuestro ordenamiento, pero cuyas causales, como se verá, no se estructuran sobre la condición de retirado ni sobre la percepción de una asignación de retiro.
Conviene subrayar, además, que la Corte Constitucional ha explicado que “las inhabilidades representan una limitación a la capacidad para contratar con las entidades del Estado y obedecen a la falta de aptitud o a la carencia de una cualidad, calidad o requisito en el sujeto incapacitado quien por esta razón no podrá hacer parte de una relación contractual[footnoteRef:5]”. La expresión “falta de aptitud” es reveladora: la inhabilidad no es un juicio genérico de sospecha sobre una categoría de personas, sino la consecuencia jurídica que el ordenamiento anuda a un supuesto de hecho determinado. [5:  Corte Constitucional. Sentencia C-1016 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio.] 


iii) La competencia para determinar qué hechos o situaciones generan inhabilidad para contratar con el Estado la tiene el legislador, pues este régimen es un aspecto propio del Estatuto General de la Contratación Pública, cuya expedición corresponde al Congreso de la República conforme al artículo 150 de la Constitución Política, por lo que en esta materia rige el principio de legalidad. Así lo ha sostenido de manera constante esta Subdirección, y así se desprende del propio texto constitucional, cuyo inciso final del artículo 150 defiere al Congreso la expedición del estatuto general de contratación de la administración pública.

De esta reserva se siguen varias consecuencias que interesan directamente a la consulta. La primera es que el reglamento no puede crear inhabilidades: el Gobierno Nacional carece de competencia para adicionar el catálogo legal, y una disposición reglamentaria que lo hiciera resultaría inaplicable por exceso de la potestad reglamentaria. La segunda es que tampoco pueden hacerlo las entidades estatales a través de sus pliegos de condiciones, documentos equivalentes o manuales de contratación. El pliego, en tanto acto administrativo de carácter general que fija las reglas del procedimiento, se sujeta al ordenamiento y no puede introducir restricciones a la capacidad que la ley no haya previsto; admitir lo contrario equivaldría a permitir que cada entidad configurara su propio régimen de inhabilidades, con evidente quebranto de la igualdad, la libre concurrencia y la seguridad jurídica.

La tercera consecuencia es más sutil y resulta decisiva en este caso: la reserva de ley no solo impide crear causales nuevas, sino también ampliar el supuesto de hecho de las existentes hasta cubrir situaciones que el legislador no contempló. Una inhabilidad aplicada por extensión es, materialmente, una inhabilidad nueva. Por consiguiente, el hecho de que una situación determinada guarde alguna semejanza con la contemplada en una causal, o de que su inclusión pudiera parecer razonable desde la perspectiva de los fines que el régimen persigue, no habilita al intérprete para aplicarla.

Debe precisarse, para evitar equívocos, que la reserva de ley no significa que todas las inhabilidades se hallen recogidas en un único cuerpo normativo. El literal a) del numeral 1 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 declara inhábiles a “[l]as personas que se hallen inhabilitadas para contratar por la Constitución y las leyes”, cláusula de reenvío que incorpora al régimen contractual las restricciones dispersas en el ordenamiento. Ahora bien, ese reenvío no relaja la exigencia de tipicidad: remite a normas constitucionales o legales que efectivamente consagren una inhabilidad, no a consideraciones generales sobre la moralidad administrativa o el buen uso de los recursos públicos. La búsqueda que impone el literal a) es, por tanto, una búsqueda de textos, no de principios.

iv)  Las inhabilidades e incompatibilidades, al ser límites especiales a la capacidad para presentar ofertas y celebrar contratos estatales, solo pueden tipificarse en la ley o la Constitución –o sea, deben satisfacer el principio de legalidad– y su interpretación debe ser restrictiva. En contraste, si se admitiera una interpretación amplia, extensiva, analógica o finalista de las mismas, tales enunciados normativos contemplarían múltiples supuestos indeterminados, según el parecer o el sentido común de los operadores jurídicos, poniendo en riesgo principios como la igualdad, el debido proceso, la seguridad jurídica, la libre concurrencia y el ejercicio de la profesión u oficio. Tal ha sido la postura al interior de la jurisprudencia, tanto de la Corte Constitucional como de la Sección Tercera del Consejo de Estado[footnoteRef:6]. [6:  Corte Constitucional. Sentencia C-415 de 1994. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. En el mismo sentido, Sentencias T-1039 de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; C-903 de 2008, M.P. Jaime Araújo Rentería; y C-101 de 2018, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. Del Consejo de Estado véanse: Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 30 de abril de 2015, Exp. 2251, C.P. Álvaro Namén Vargas; Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 24 de junio de 2015, Exp. 40.635, C.P. Hernán Andrade Rincón (E); y Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 22 de mayo de 2013, Exp. 24.057, C.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz.] 


El fundamento de esta regla hermenéutica es el principio pro libertate, que debe dirigir la interpretación de las disposiciones normativas que consagran restricciones de derechos, como sucede con las causales de inhabilidad e incompatibilidad en la contratación estatal. El carácter reconocidamente taxativo y restrictivo del régimen de inhabilidades obedece a la necesidad de salvaguardar el interés general inherente en la contratación pública, de forma que implique el menor sacrificio posible al derecho de igualdad y de reconocimiento de la personalidad jurídica de quienes aspiran a contratar con el Estado. Conviene detenerse en esta formulación, porque desvirtúa una objeción intuitiva: podría pensarse que una interpretación amplia de las inhabilidades protege mejor el interés general. La doctrina de esta Subdirección sostiene lo contrario, y con razón, pues el interés general en la contratación pública no se satisface excluyendo participantes, sino asegurando que la exclusión de quienes deben ser excluidos se produzca conforme a reglas ciertas, previas y conocidas por todos.

En la práctica, la interpretación restrictiva se traduce en cuatro prohibiciones concretas para el operador jurídico. Primera, la prohibición de analogía: no puede aplicarse una causal a un supuesto no previsto por considerarlo semejante al previsto. Segunda, la prohibición de interpretación extensiva: no puede ensancharse el sentido de los términos empleados por la norma más allá de su significado propio. Tercera, la prohibición de interpretación finalista o teleológica en contra del destinatario: no puede invocarse la finalidad de la norma para cubrir casos que su texto no comprende. Y cuarta, la exigencia de que la duda se resuelva en favor de la capacidad, consecuencia natural del principio pro libertate.

Esta Subdirección ha aplicado el criterio de manera consistente[footnoteRef:7]. Al resolver si una entidad estatal podía celebrar dos o más contratos de prestación de servicios profesionales con una misma persona de forma simultánea, concluyó que “no existe inhabilidad, incompatibilidad o prohibición alguna de otra naturaleza” para ello, precisamente porque las inhabilidades e incompatibilidades, “al ser limitaciones a la capacidad contractual que afectan derechos como la libre concurrencia o la libertad de ejercicio de la profesión u oficio, es decir, al ser enunciados normativos gravosos, deben interpretarse de forma restrictiva”, lo que “supone que su aplicación no admite una interpretación amplia, extensiva o analógica”. El razonamiento es exactamente el que corresponde aplicar al asunto que ahora se consulta. [7:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-327 del 26 de agosto de 2024, reiterado en el Concepto C-418 del 17 de junio de 2025.] 




V) Sería incompleta la respuesta si no se advirtiera que quien estuvo vinculado al servicio público puede quedar cobijado por causales que atienden, no a su condición de beneficiario de una asignación de retiro, sino al ejercicio previo de determinados cargos. Se trata, como se anticipó, del tercer grupo de inhabilidades: las derivadas de una actividad u oficio desempeñado en el pasado.
La primera es la incompatibilidad del literal a) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, conforme a la cual no pueden participar en licitaciones ni celebrar contratos estatales con la entidad respectiva quienes fueron miembros de la junta o consejo directivo o servidores públicos de la entidad contratante. 

La segunda es la incompatibilidad del literal f) del mismo numeral, adicionada por el artículo 4 de la Ley 1474 de 2011, según la cual no podrán contratar, directa o indirectamente, las personas que hayan ejercido cargos en el nivel directivo en entidades del Estado, ni las sociedades en las cuales estas hagan parte o estén vinculadas a cualquier título, durante los dos años siguientes al retiro del ejercicio del cargo público, cuando el objeto que desarrollen tenga relación con el sector al cual prestaron sus servicios. Esta causal es más amplia que la anterior en su dimensión objetiva –se refiere al sector y no a la entidad– y en su alcance subjetivo –comprende a las sociedades vinculadas y a determinados parientes–, pero más restringida en cuanto al nivel del cargo, pues solo cobija a quienes ejercieron cargos del nivel directivo.

Su verificación, en consecuencia, exige un análisis concreto que corresponde adelantar a la entidad contratante en cada procedimiento, atendiendo a la clasificación del empleo desempeñado conforme a las normas que rigen la estructura de la entidad de que se trate, a la identidad entre esta y la entidad contratante o entre el sector y el objeto contractual, y al cómputo de los plazos legales. No corresponde a esta Agencia efectuar ese análisis respecto de un caso particular, ni anticipar su resultado.

vi) El régimen de los conflictos de interés tiene como objetivo la prevalencia del bien común sobre el particular, razón por la cual se configuran cuando los servidores públicos actúan influenciados por consideraciones personales que colisionan con el deber de preservar su independencia e imparcialidad. En este sentido, se definen como la ocurrencia de intereses antagónicos que afectan la transparencia de las decisiones, al implicar –en detrimento del interés general– el aprovechamiento personal, familiar o particular.

Ahora bien, la institución jurídica de los conflictos de interés no está definida con carácter general en el ordenamiento jurídico y tampoco de forma precisa en las normas que regulan la contratación estatal, por lo que es un asunto ausente en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. Ello no significa que la probidad no se exija a los contratistas: el artículo 3 de la Ley 80 de 1993 dispone que los particulares, al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social que implica obligaciones, y el numeral 2 del artículo 5 del mismo estatuto les impone obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, pero de tales cláusulas generales no se derivan causales concretas de exclusión.

Debe precisarse, además, quiénes son los destinatarios de las normas que sí regulan la materia. La Ley 1437 de 2011 consagra un régimen de conflictos de interés y causales de impedimento y recusación en sus artículos 11 y 12, así como lo hace el artículo 44 de la Ley 1952 de 2019, disposiciones que, si bien aplican en los procedimientos administrativos en general –incluidos los de selección de contratistas–, están dirigidas a los servidores públicos que adelantan estas actuaciones en desarrollo de la actividad contractual de la entidad estatal de la cual hacen parte. Por lo anterior, sus destinatarios no son los proponentes o contratistas particulares que participan en el procedimiento de selección o celebran el contrato con la entidad estatal, sino los servidores mencionados. En caso de presentarse alguna de las causales del artículo 11 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, corresponde aplicar el trámite establecido en el artículo 12 de la misma ley.

A partir de lo expuesto, esta Subdirección ha sistematizado las siguientes conclusiones en relación con la regulación de los conflictos de intereses en la contratación estatal: i) es posible que los pliegos de condiciones establezcan, si bien de forma restrictiva, conflictos de interés; ii) estos deben tipificarse, esto es, establecerse de forma expresa y concreta en los pliegos de condiciones; iii) las causales deben ser objetivas, esto es, que se describan con claridad, de manera que no resulten ambiguas dando lugar a que los intérpretes extraigan consecuencias diferentes; iv) las causales no pueden ser caprichosas, por lo que su inclusión debe justificarse en salvaguardar principios superiores, como la igualdad, la imparcialidad, la transparencia, la moralidad o la selección objetiva; v) su interpretación, al igual que las causales de inhabilidad o incompatibilidad, debe ser estricta o restrictiva; y vi) solo se pueden aplicar los conflictos de interés tipificados en el pliego de condiciones, en la Constitución o en la ley, de manera que su ausencia da lugar a que se parta del principio general de la capacidad contractual del proponente o contratista, de manera que la entidad no puede crear o aplicar causales que no incluyó en el pliego de condiciones[footnoteRef:8]. [8:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1005 del 3 de septiembre de 2025. En el mismo sentido, Concepto C-884 del 14 de agosto de 2025.] 


Adicionalmente, y pese a que no existe regulación general sobre el régimen de conflictos de interés, ello no obsta para que las entidades estatales, con el fin de garantizar los principios de la función pública –entre los que se destaca la moralidad administrativa–, definan objetivamente las conductas prohibitivas o reprochables que se puedan encauzar en posibles conflictos de interés por parte de sus futuros contratistas y la forma a través de la cual las afrontarán, en el marco de la expedición de sus manuales internos de contratación.

Aplicadas estas reglas al supuesto consultado, la conclusión es que la sola percepción de una asignación de retiro no constituye un conflicto de interés, pues no se encuentra tipificada como tal ni en la Constitución, ni en la ley, y no podría la entidad aplicarla si no la incluyó previamente en su pliego de condiciones. Cuestión distinta es que, en un caso concreto, puedan concurrir circunstancias que sí configuren un conflicto de interés tipificado –por ejemplo, las derivadas de relaciones actuales del interesado con quienes intervienen en el procedimiento de selección–, supuesto que deberá analizarse conforme a las reglas del respectivo proceso.

Por lo mismo, la condición de retirado con asignación de retiro no constituye, por sí sola, una situación especial que deba declararse en los formatos de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés. Ello no exime al interesado, desde luego, del deber de diligenciar tales formatos con veracidad respecto de las causales que sí se encuentran tipificadas, ni de suministrar la información que la entidad requiera conforme a las reglas del proceso de selección, teniendo presente que la falsedad en dichas manifestaciones puede acarrear consecuencias jurídicas.

Conviene añadir una precisión sobre la Ley 2013 de 2019, que regula la publicación proactiva de la declaración de bienes y rentas, del registro de conflictos de interés y de la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios. Esta Subdirección ha concluido que los contratistas que se encuentran dentro del ámbito de aplicación de dicha ley son los que ejercen función pública, prestan servicios públicos o administran bienes y recursos públicos, de modo que solo cuando el contrato celebrado con el particular implique el ejercicio de alguna de esas actividades se considerará sujeto a las obligaciones allí contenidas. El criterio, como se advierte, es funcional y depende del objeto del contrato, no de las calidades personales del contratista ni de la percepción de prestaciones periódicas.

vii) Con relación a las verificaciones que debe efectuar la entidad contratante. Sobre el particular, esta Subdirección ha señalado que corresponde a los equipos jurídicos de cada entidad contratante realizar la verificación previa y concreta de las eventuales inhabilidades, incompatibilidades y de los posibles conflictos de interés en cada proceso, a fin de asegurar el cumplimiento del principio de legalidad y la protección de los principios de transparencia, moralidad e imparcialidad en la contratación estatal.

Esa verificación se enmarca, en primer lugar, en el deber de planeación. Los estudios y documentos previos constituyen el soporte del proyecto de pliego de condiciones, del pliego y del contrato, conforme al artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, y deben permanecer a disposición del público durante el desarrollo del proceso de contratación. Es allí donde la entidad documenta la necesidad, define los requisitos habilitantes y precisa las reglas conforme a las cuales verificará la capacidad del interesado.

En segundo lugar, corresponde a la entidad fijar en el pliego de condiciones o documento equivalente las reglas de verificación, incluidas las relativas a los conflictos de interés que, en los términos ya expuestos, decida tipificar. Esta exigencia no es meramente formal: como se indicó, solo pueden aplicarse los conflictos de interés tipificados en el pliego, en la Constitución o en la ley, de manera que la omisión en el pliego impide su aplicación posterior.

En cuanto a los documentos que el interesado debería aportar o conservar, debe señalarse que su determinación concreta corresponde a cada entidad, en función de las reglas que fije en el respectivo proceso. Con carácter general puede indicarse que resultan pertinentes los que acrediten su identificación y capacidad, los que soporten la idoneidad y experiencia exigidas para el objeto contractual, las certificaciones de antecedentes que la entidad requiera y las manifestaciones o declaraciones sobre ausencia de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés en los formatos que la entidad disponga. 

Finalmente, es preciso reiterar que la verificación descrita corresponde a la entidad contratante y no a esta Agencia. Colombia Compra Eficiente no valida las actuaciones de las entidades ni certifica de manera anticipada, respecto de una persona determinada, la ausencia de restricciones para contratar. Un pronunciamiento en ese sentido desbordaría su competencia consultiva y comprometería la autonomía de las entidades en la gestión de sus procesos contractuales.

Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Constitución Política, artículos 13, 14, 26, 122 (inciso quinto), 126, 127, 128, 150, 179, 180, 209, 292, 299, 303, 312 y 333.
· Ley 4 de 1992, artículo 19 (literal b).
· Ley 80 de 1993, artículos 3, 5, 6, 8, 9, 10, 13, 24, 25, 26, 32 y 40.
· Ley 222 de 1995, artículo 22.
· Ley 610 de 2000, artículo 60.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2, 5, 6 y 18.
· Ley 1437 de 2011, artículos 11 y 12.
· Ley 1474 de 2011, artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 90.
· Ley 1755 de 2015.
· Ley 1778 de 2016, artículo 34.
· Ley 1952 de 2019, artículos 44, 48, 49 y 238.
· Ley 2013 de 2019, artículos 1 y 2.
· Ley 2014 de 2019, artículos 2 y 6.
· Ley 2195 de 2022.
· Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 (numeral 5) y 11 (numeral 8).
· Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1, 2.2.1.1.2.1.1 y 2.2.1.2.1.4.9.
· Código Sustantivo del Trabajo, artículo 32.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado en varias ocasiones sobre el régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la contratación estatal, entre otros, en los Conceptos C-975 de 2024, C-043 de 2025, C-827 de 2025, C-884 del 14 de agosto de 2025, C-948 del 19 de agosto de 2025, C-951 de 2025, C-1028 de 2025, C-1107 de 2025, C-1141 de 2025 y C-1878 del 9 de febrero de 2026. Sobre la capacidad para contratar y su verificación se pronunció, entre otros, en los Conceptos C-136 de 2024, C-332 de 2024, C-060 de 2025, C-233 de 2025 y C-691 de 2025. Y sobre la inaplicabilidad del artículo 128 de la Constitución Política a los contratistas de prestación de servicios, así como sobre la posibilidad de celebrar varios contratos de esta naturaleza de forma simultánea, en los Conceptos C-327 del 26 de agosto de 2024 y C-418 del 17 de junio de 2025.

En materia de conflicto de intereses se ha pronunciado, entre otros, en los Conceptos C-795 de 2024, C-426 de 2025, C-524 de 2025, C-546 de 2025, C-884 del 14 de agosto de 2025, C-1005 del 3 de septiembre de 2025 y C-1463 de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente,
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